STJSL-S.J. – S.D. Nº 125/15.-

---En la Ciudad de San Luis, a veintinueve días de diciembre de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA –- Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “ALBORNOZ, CLAUDIO EMILIANO c/ GLOBAL PUNTANA S.R.L. y OTRO s/ DEMANDA LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX Nº 78418/6.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA.- 

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPCC?

III) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: 1) Que conforme constancia de foja 617, la codemandada, MOLINOS RÍO DE LA PLATA SA, interpuso recurso de casación contra sentencia definitiva RL. LABORAL Nº 136/14 de fecha 02/10/2014, obrante a fs. 598/604vta., dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 2 de la Primera Circunscripción Judicial, que hizo lugar parcialmente a sendas apelaciones de la actora y demandada, y modificó la sentencia de primera instancia en punto a la condena de la pieza de grado, incluyendo unos rubros y eximiendo de otros, e impuso las costas de conformidad a la procedencia de cada una de las apelaciones.

Los fundamentos del recurso intentado lucen agregados a fs. 620/625 vta., y replicados a fs. 637/647 vta.

2) En la aludida fundación, luego de presentar el objeto del recurso, y antes de exponer los antecedentes de la causa, encuadró la presentación recursiva en el inciso c) del art. 287 del CPC y C, y en el inciso b de la misma norma del código adjetivo.

2.1) Con respecto al primer planteo, dijo que persigue la unificación de la jurisprudencia “…en cuanto a la consideración del tipo de supuestas tareas de limpieza que realizara el actor para Global Puntana en Molinos Río de la Plata como elementos condicionantes para operar la solidaridad del art. 30 de la LCT…” (v. foja 621).

Especificó que la unificación de jurisprudencia se pretende, porque la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1, en autos “BARROSO, LEONARDO c/ GLOBAL PUNTANA y/o MOLINOS RP” – Expte. Nº 71858/7 en R.L. LABORAL 14/2012, de fecha 01/03/2012, sostuvo una postura “…diametralmente opuesta (…) para los mismos hechos…” a la arribada por la Cámara Nº 2 en la sentencia puesta en crisis.

A continuación hizo un contrapunto comparativo entre ambas sentencias, del que concluyó que ambas Cámaras han tenido ante sí la misma plataforma fáctica, y, sin embargo, han resuelto en forma opuesta. Por ello peticionó que el Superior Tribunal case la sentencia cuestionada y tome el temperamento del fallo BARROSO, y, a la luz del él, desestime la procedencia de la solidaridad del art. 30 LCT contra Molinos Río de La Plata SA, sin perjuicio de mantener la condena contra el resto de codemandados.

Fundó en jurisprudencia que citó y transcribió.
2.2) En relación a la segunda causal, criticó la interpretación que la Cámara hizo del art. 132 bis de la ley de contrato de trabajo, y la aplicación de la sanción conminatoria contenida en la disposición, a Molinos Río de la Plata S.A.; cuando ésta sólo fue condenada por extensión, en virtud de la solidaridad del art. 30 de la LCT.

Señaló que, la infracción que prevé la norma ha sido cometida únicamente por la empleadora, GLOBAL PUNTANA S.R.L., quien le hacía los descuentos destinados a aportes al actor.

Describió los requisitos que deben darse para que proceda la condena prevista en el art. 132 bis de la LCT, y afirmó que tales extremos de ninguna manera se han cumplido, pues Molinos Río de la Plata S.A. no le ha retenido “…SALARIOS A NADIE, y por ende no puede ingresar en Afip ningún monto retenido…” (v. foja 623, enfatizado propio del texto transcripto).

También criticó el argumento de la Cámara para rechazar el agravio, -que ya fue argüido al momento de fundar la apelación-, porque los “…descuentos, registración y carencia de ingreso de aportes (a los que se refirió la Alzada) no se dan por parte de MOLINOS RP sino por parte de la empresa que TENÍA REGISTRADO AL ACTOR…”, (v. foja 623 y vta., la aclaración entre paréntesis me pertenece, el enfatizado es del recurrente). 

Citó doctrina y jurisprudencia, a la saga de las cuales concluyó que el art. 132 bis se aplica a: 1) Los empleadores que tienen el trabajador registrado; 2) Que hagan la retenciones de dinero destinado a los organismos de seguridad social y 3)  Que no ingresen esos fondos retenidos. 

En contrapartida afirmó, que tal sanción no se aplica a quienes reciben una condena solidaria por el art. 30 de la LCT, pues estos no son quienes se han enriquecido indebidamente con alguna retención, al no ingresar montos debidos al sistema de la seguridad social.

Asimismo, denunció contradicción en lo decidido por la Cámara, que, por un lado, sostuvo la aplicación de la sanción del art. 132 bis de la LCT, y al mismo tiempo, dispuso la eximición del rubro del art. 80 del mismo régimen legal, por otro.

En relación a esto, puntualizó que la Cámara para excluir la procedencia de la indemnización del art. 80 LCT, dijo que no resulta razonable que “…En el marco de la responsabilidad solidaria que prevé el art. 30 de la LCT, se exija al deudor solidario el cumplimiento de exigencias que son propias y exclusivas del empleador ya que, aunque quisiera (…) no podría cumplir con la entrega del certificado de trabajo, para cuya confección es necesario estar en posesión de los libros y demás documentación conteniendo los asientos correspondientes (…) y que, evidentemente, la demandada (condenada solidariamente) no puede tenerlos por causa de no haber sido ella el empleador de los actores…”

Fijada tal premisa, el recurrente razonó: “Ahora bien, si entendió (…) la Cámara que no resultaba razonable imponerle a (…) MOLINOS RP (…) la obligación formal de entregar CERTIFICADOS DE SERVICIOS (art. 80 LCT) y la multa por una omisión de entregar dicha certificación, consecuentemente TENDRÍA QUE HABER ENTENDIDO que no correspondía la aplicación del art. 132 bis LCT a mi parte MOLINOS RÍO DE LA P…” pues tanto para entregar la certificación como para realizar aportes a la seguridad social, se necesitaban datos que sólo tenía GLOBAL PUNTANA y no MOLINOS RP.-

Finalmente, impetró que el Superior Tribunal se pronuncie manifestando que no corresponde la aplicación del art. 132 bis LCT a las empresas a quienes se ha condenado solidariamente, debido a que éstas últimas no son las que efectuaron la retención indebida de aportes.

3) Que ordenado y corrido el traslado de ley, la parte actora contestó a fs. 637/647 vta., escrito en el que pidió, por los argumentos que expuso, que al momento de dictar sentencia se rechace el recurso impetrado en todas las partes, con expresa imposición de costas. 

4) Que a fs. 665/668, obra dictamen del Procurador General en el que postuló el rechazo de la impugnación recursiva, por los argumentos que esgrimió, a los que remito y doy por reproducidos en razón a la brevedad.-

5) Que ante todo, corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio derivada de la confluencia, de los requisitos exigidos por la ley para provocar el juicio de casación.

En este sentido se advierte que el recurso: 1) Ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, conforme los términos del art. 289 del CPC y C; 2) Se dirige contra una sentencia definitiva de cámara, en cumplimiento de lo imperado por el artículo 286 del CPC y C, y 3) Se ha realizado el depósito exigido en el art. 290 del código adjetivo, cfr. fs. 618/619. 

En consecuencia, considero en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 301 CPC y C., que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO GUILLERMO ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: 1) Que, a los efectos del análisis de esta segunda cuestión, y en armonía con lo que prescribe el art. 301 inc b) del CPC y C, debe dilucidarse si en la resolución recurrida existe alguna de las causales previstas en el art. 287 del código citado, y si el escrito de fundación se basta a sí mismo, caso contrario el recurso deducido no podría prosperar. (STJSL, 17/05/2007 KRAVETZ, ELIAS SAMUEL c/ EDISAL SA – D y P – Recurso de Casación). 
Al respecto, este Alto Cuerpo tiene establecido que, para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (Cfr. fallo citado en párrafo anterior).

En relación a la correcta conceptualización y por ende preciso trazado de lindes del remedio impugnaticio intentado, cabe señalar, siguiendo a doctrina especializada, que una de las características típicas de la casación es que “…sólo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por ley (..). Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; y b) siendo esa vía “extraordinaria”, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo.” (Juan Carlos Hitters, Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación, 2ª  Edición, Librería Editora Platense S.R.L, La Plata, 1998, p. 213; citado anteriormente en STJSL 20/11/2007 “CHÁVEZ, MIRTA NORA c/ OBRA SOCIAL PERSONAL de IND. QUÍMICAS y PETROQUÍMICAS s/ COBRO DE PESOS – Recurso de Casación”.-

2) Que, del análisis de la exposición recursiva y tal como ha sido relatado en la cuestión anterior en lo pertinente, resulta que el recurrente fundó su presentación primeramente en el inciso c) del art. 287, tal como fue descripto en el punto 2.1) de la primera cuestión y en segundo término en el inciso b) de la misma disposición legal, con el alcance contenido en el punto 2.2) de la cuestión precedente.

Antes de abordar el tratamiento de los puntos expuestos, debo insistir en la naturaleza del presente recurso, que exige una singular técnica que con la mayor precisión posible delimite el cuestionamiento y la pretensión casatoria. Dicha tarea está en cabeza del recurrente interesado, y de ninguna manera pueden suplirla los órganos de la magistratura.

En ese marco, la doctrina ha dicho que en los planteos casatorios “…no basta con expresar una mera discrepancia con la decisión de la sentencia, siendo menester denunciar y demostrar la existencia de una violación o error en la aplicación (o interpretación) de la ley o doctrina legal. Esto es, se requiere que el recurrente se refiera directa y concretamente a los conceptos sobre los que se asienta la sentencia, exigencia que no se cumple con la mera invocación de determinadas normas legales…” (ARAZI, Roland –director- y DE LOS SANTOS, Mabel –coordinador-, en Recursos Ordinarios y Extraordinarios, Rubinzal Culzoni Editores, Santa Fe, 2005, pág. 607  - artículo de Irene Hooft).

Dicho esto, pasaré a analizar cada uno de los planteos casatorios, tal como lo he anunciado y en el orden en que han sido presentados por el proponente. 

2.1) Solicitud de unificación de jurisprudencia por contradecir el fallo cuestionado, lo dicho en autos: “BARROSO, LEONARDO c/ GLOBAL PUNTANA y/o MOLINOS RP” – Expte. N° 71858/7 en R.L. LABORAL 14/2012, de fecha 01/03/2012, persiguiendo la desestimación de la procedencia de la solidaridad del art. 30 contra Molinos Río de La Plata S.A.

En primer término, debo destacar que, tal como lo ha puntualizado el Procurador General, el recurrente incurre en error al afirmar que el fallo traído en contrapunto a la sentencia puesta en jaque, fue dictada por la otra Cámara de la Primera Circunscripción de igual competencia. 

En efecto a foja 621, cuando cita la causa BARROSO, con el que habría contradicción con lo resuelto en estos autos, afirmó que aquella tramita ante la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 1 de esta Ciudad.

Ello no es así, pues, tal como puede corroborarse en el sistema Iurix, el proceso BARROSO tramitó y obtuvo sentencia ante la Cámara Nº 2 en lo Civil, Comercial, Minas y Laboral, de la Primera Circunscripción, es decir la misma que ha fallado en los presentes autos.

Lo dicho no es una cuestión menor, en lo que se refiere a la existencia de materia casatoria contenida en el tercer inciso del artículo 287 del CPC y C, es decir “…Cuando se persiga la unificación de la jurisprudencia contradictoria de las Cámaras de Apelaciones…”, pues en consideración a lo apuntado, debemos decir que no se está en presencia de tal situación, ya que la recurrente no pretende la confrontación de jurisprudencia contradictoria proveniente de distintas Cámaras; sino que reniega de un pronunciamiento anterior, en que la misma Cámara habría decidido en un sentido distinto. 

Tal situación, no alcanza a configurar el motivo causal del inciso c) del art. 287, que exige la contradicción entre las distintas cámaras, porque la distinta solución dada por un mismo tribunal respecto de casos análogos, podría deberse a un legítimo cambio de criterio del tribunal, lo que no constituye en sí mismo materia casatoria.

Lo expresado basta para impedir el ingreso en la materia propuesta a casación, sin embargo, a mayor abundamiento, debo decir que coincido con el dictamen del Procurador General en cuanto señala falta de contradicción entre las piezas judiciales que se pretenden contrastar. Para corroborar lo dicho, baste leer el fundamento que dio la Cámara en este juicio cuando manifestço: “…En cuanto al pronunciamiento emitido por esta Cámara in re Barroso, Eduardo Andrés c/ Global Puntana S.R.L. y otro s/ Demanda Laboral, Expte. Nº 71858/7 (R.L: Nº 14/2012), amén de no haber intervenido en el dictado de ese fallo, examinando el mismo no advierto que se trate de un supuesto similar al presente caso por cuanto se encuentra acreditado en la presente causa que el actor se desempeñaba en el sector de producción, limpiando la parte exterior de la maquinaria utilizada en los proceso productivos; en cambio en dicho expediente (Barroso) el accidente habría realizado tareas de fumigación, parquización y mantenimiento de espacios verdes…”
Es decir que la Cámara claramente diferencia las tareas de limpieza que realizaban los actores en ambos procesos, las que eran totalmente disímiles (limpieza dentro del sector de producción de una parte, y limpieza de parques y espacios verdes- ver el otro caso-), motivo por el cual no puede existir la contradicción que se alega para fundar la casación.

2.2) El cuestionamiento sobre la interpretación dada al art. 132 bis de la LCT, y la consecuente extensión de la obligación a la condenada, en virtud de la solidaridad a afrontar el pago de las sanciones que prevé dicha norma.

Para abordar esta cuestión, es necesario dejar en claro que al no haber prosperado el agravio anterior, tal como lo pretendió el recurrente, se deberán tener como presupuestos inamovibles e irrevisables las cuestiones jurídicas y fácticas fijadas en el proceso. 

Me refiero en particular a que la condena solidaria fulminada contra la recurrente, en virtud del art. 30 de la LCT, es un presupuesto jurídico ya fijo, irrevisable en este ámbito, por un lado; y por otro, también se deberán tener como incorporadas la cuestiones fácticas en relación al acreditado incumplimiento de la empleadora directa Global Puntana S.R.L. en relación a las obligaciones previstas por el art. 132 bis de la LCT.

Por ello, sólo deberá dirimirse si se compadece con la juridicidad, la condena dispuesta contra la recurrente, de afrontar las sanciones por incumplimiento del empleador directo a las obligaciones que emanan del art. 132 bis de la LCT.

De la lectura de los argumentos, de la codemandada recurrente, resulta que tres son las razones principales –y conducentes para la resolución del presente- que alega para fundar lo que pretende, a saber: a) Que Molinos Río de La Plata S.A. no le ha retenido nada al actor (aportes, contribuciones, etc.); b) Que la ratio de la norma (art. 132 bis LCT) sólo tiende a sancionar a quienes, a causa de la retención, se hubiesen enriquecido indebidamente, al no ingresar los montos que corresponden a los organismos pertinentes, circunstancia en la que no se encuentra Molinos; y c) La contradicción en que habría incurrido la Cámara al eximir a la condenada solidariamente de la indemnización del art. 80 LCT, por imposibilidad de cumplimiento, y no hacer lo mismo en relación a la condena del art. 132 bis LCT, respecto del cual también alegó imposibilidad de cumplimiento.

Para responder las alegaciones extractadas en el punto a) y b), deberé recordar lo dicho sobre la intangibilidad de la condena solidaria de Molinos… con cuadratura en el art. 30 LCT, tal como ha llegado a este decisorio, pues la ratio que determina la obligación de la codemandada, condenada solidariamente a afrontar las sanción del art. 132 bis LCT, no debe buscarse, en lo que a ella respecta, en dicha norma, sino en aquella (art. 30 LCT), que impone a los cedentes, contratistas o subcontratistas que vigilen en general el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales por parte del empleador directo, y en particular, prescribe que se les exija a éstos …copia firmada de los comprobantes de pago mensuales al sistema de la seguridad social…, entre muchas otras disposiciones que la norma enumera expresamente.
La consecuencia, del no cumplimiento también está contemplada en el artículo que en la parte pertinente reza “…El incumplimiento de alguno de los requisitos harán responsable solidariamente al principal por las obligaciones de los cesionarios, contratistas o subcontratistas respecto del personal que ocuparen en la prestación de dichos trabajos o servicios y que fueren emergentes de la relación laboral incluyendo su extinción y de las obligaciones de la seguridad social…”
Para indagar las ratios que animan las normas involucradas, estimo que no es ocioso recordar que la ley Nº 25.345, que incorporó el art. 132 bis al texto de la Ley de Contrato de Trabajo, fue dictada en el marco de las normas antievasión, lo que obliga a que al realizarse la faena hermenéutica, no sea  hecha con criterio restrictivo en beneficio del evasor, pues ello sí iría en contra de la finalidad de la ley –ratio-, que pretende erradicar el incumplimiento al régimen de aportes y contribuciones a la seguridad social.
Es cierto que Molinos… no retuvo aporte alguno, y por ello tampoco se benefició directamente con esos activos no retenidos, sin embargo tal como lo dije, lo pertinente es determinar si cumplió o no con lo que preceptúa el art. 30 de la LCT, y tal como han llegado las actuaciones, es evidente que nada se demostró para enervar dicho incumplimiento, y por ende la sanción solidaria luce lógica y coherente. 

Al respecto, me permitiré reiterar un párrafo de la sentencia STJSL-S.J. Nº 49/07, de fecha 12/09/2007, “CHAMORRO, OSCAR ALBERTO y OTRO c/ VANGUARDIA SA y/o TUBHIER SA s/ DEMANDA LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN”, en el que me tocó pronunciarme en primer término. 

En tal oportunidad, me explayé sobre los fundamentos de la condena solidaria del art. 30 LCT, y para ello me valí de un pronunciamiento elaborado por el Dr. Carlos Alberto Federico Eppstein, quien actuó como magistrado de la Cámara de Trabajo de Córdoba, Sala VI, in re Cejas, Miguel Ángel c/ Del Valle S.R.L y otro… 
En lo que interesa dijo: “…Anticipo desde ya que el fundamento ético y de política social de la norma (art. 30 LCT) es impecable, en tanto no dispone -como ocurre en el caso similar del art. 29 del RCT- que quien es el receptor final del trabajo o actividad deba ser considerado como empleador directo del trabajador contratado por el intermediario (como pudo haberlo hecho), sino que se limita a decirle que debe tomar sus precauciones para asegurar que el trabajador que presta el servicio y que vive de eso, cobre todo lo que legalmente le corresponde, ya que si ello no ocurre, él -que se beneficia finalmente con el trabajo cumplido- puede tener que llegar a afrontar el pago de lo adeudado al trabajador por aquél que eligió como intermediario y que resultó incumplidor de tales obligaciones…”

A la luz de tales consideraciones, pierde envergadura la defensa del recurrente que dijo que no estaba en condiciones de cumplir con lo que incumplió el empleador directo. El principal sólo debió tomar las precauciones para asegurar que el trabajador perciba, en toda su amplitud, lo que por ley correspondía, o al menos probar la diligencia en el contralor impuesto por la norma.
En lo que respecta a la acusada contradicción, precisada en el inciso c), sobre la diversa lógica seguida por la Cámara para confirmar la condena de un rubro y eximir de otro, debo decir que no es materia susceptible de ser analizada en éste recurso, porque en rigor no está directamente implicada en ninguno de los incisos del art. 287 de la ley de rito. Quizás dicha contradicción pudiese haber sido ponderada a través de otro mecanismo recursivo, en caso de alegarse absurdidad.

Además debo decir que la posición tomada por la Cámara, de excluir de la condena solidaria únicamente el art. 80 de la LCT y no el 132 bis del mismo ordenamiento; también ha sido receptada por Tribunales del más alto prestigio, tal como la Corte Suprema de la Provincia de Buenos Aires en la causa L. 109.165 “Contreras, Luis Alberto c/ Bahamonde, Raquel del Carmen y otra. Cobro de haberes”, del 10 de diciembre de 2014.
Por lo expuesto, y en mérito al desarrollo antecedente, VOTO A ESTA SEGUNDA CUESTIÓN, por la NEGATIVA.

Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA y, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-

                                                                                                                                ///…
///…
A LA TERCERA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: Dado como se ha votado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA y, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: Que, en consecuencia, corresponde el rechazo de la casación articulada. ASÍ LO VOTO

Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA y, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: Costas a la recurrente vencida, arts. 68 y 69 CPC y C. ASÍ LO VOTO.-

Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA y, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, diciembre veintinueve de dos mil quince.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar la casación articulada.-
II) Costas a la recurrente vencida, arts. 68 y 69 CPC y C. 

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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